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LA FACULTAD CONFERIDA A LA CORTE CONSTITUCIONAL PARA LEVANTAR LA SUSPENSIÓN DE TÉRMINOS 

JUDICIALES DECRETADA POR EL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA CUANDO SEA NECESARIO PARA 

EL CUMPLIMIENTO DE SUS FUNCIONES CONSTITUCIONALES, NO CONFIGURA UNA VULNERACIÓN DEL 

PRINCIPIO DE SEPARACIÓN DE PODERES NI UN DESCONOCIMIENTO DE LA AUTONOMÍA DE LA RAMA 

JUDICIAL 
 

  

       I.  EXPEDIENTE RE-245 -  SENTENCIA C-156/20 (junio 3) 

           M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo   

 

 

1.       Norma objeto de revisión constitucional 

 
DECRETO NÚMERO 469 DE 2020 

(marzo 23) 

Por el cual se dicta una medida para garantizar 

la continuidad de las funciones de la 

jurisdicción constitucional, en el marco del 

Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica. 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 

en ejercicio de las facultades que le confiere el 

artículo 215 de la Constitución Política, en 

concordancia con la Ley 137 de 1994, y en 

desarrollo de lo previsto en el Decreto 417 del 

17 de marzo de 2020, «Por el cual se declara un 

Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica en todo el territorio nacional», y 

CONSIDERANDO 

Que en los términos del artículo 215 de la 

Constitución Política, el Presidente de la 

República, con la firma de todos los ministros, en 

caso de que sobrevengan hechos distintos de 

los previstos en los artículos 212 y 213 de la 

Constitución Política, que perturben o 

amenacen perturbar en forma grave e 

inminente el orden económico, social y 

ecológico del país, o que constituyan grave 

calamidad pública, podrá declarar el Estado de 

Emergencia Económica, Social y Ecológica. 

Que, según la misma norma constitucional, una 

vez declarado el estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica, el Presidente, 

con la firma de todos los ministros, podrá dictar 

decretos con fuerza de ley destinados 

exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir la 

extensión de sus efectos. 

Que estos decretos deberán referirse a materias 

que tengan relación directa y específica con el 

estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica, y podrán, en forma transitoria 

establecer nuevos tributos o modificar los 

existentes.  

Que mediante el Decreto 417 del 17 de marzo 

de 2020 se declaró el Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica en todo el 

territorio nacional por el término de treinta (30) 

días, con el fin de conjurar la grave calamidad 

pública que afecta al país por causa del nuevo 

coronavirus COVID-19. 

Que dentro de las razones generales tenidas en 

cuenta para la adopción de dicha medida se 

incluyeron las siguientes: 

Que el 7 de enero de 2020 la Organización 

Mundial de la Salud identificó el nuevo 

coronavirus COVID-19 y declaró este brote 

como emergencia de salud pública de 

importancia internacional. 

Que el 6 de marzo de 2020 el Ministerio de Salud 

y de la Protección Social dio a conocer el primer 

caso de brote de enfermedad por coronavirus 

COVID-19 en el territorio nacional. 

Que el 9 de marzo de 2020 la Organización 

Mundial de la Salud solicitó a los países la 

adopción de medidas prematuras con el 

objetivo de detener la transmisión y prevenir la 

propagación del virus.  

Que el 11 de marzo de 2020 la Organización 

Mundial de la Salud -OMS declaró el actual 

brote de enfermedad por coronavirus COVID-19 

como una pandemia, esencialmente por la 

velocidad de su propagación y la escala de 

trasmisión, toda vez que al 11 de marzo de 2020 

a la OMS se habían notificado cerca de 125.000 

casos de contagio en 118 países y que a lo largo 

de esas últimas dos semanas el número de casos 

notificados fuera de la República Popular China 

se había multiplicado en 13 veces, mientras que 

el número de países afectados se había 

triplicado, por lo que instó a los países a tomar 

acciones urgentes.  

Que según la OMS la pandemia del nuevo 

coronavirus COVID-19 es una emergencia 

sanitaria y social mundial, que requiere una 

acción efectiva e inmediata de los gobiernos, 

las personas y las empresas.  

Que una de las principales medidas, 

recomendadas por la OMS, es el 
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distanciamiento social y aislamiento, para lo 

cual, las tecnologías de la información y las 

comunicaciones y los servicios de 

comunicaciones, en general, se convierten en 

una herramienta esencial para permitir la 

protección la vida y la salud de los colombianos.  

Que mediante la Resolución número 0000380 

del 10 de marzo de 2020, el Ministerio de Salud y 

Protección Social adoptó, entre otras, medidas 

preventivas sanitarias de aislamiento y 

cuarentena de las personas que, a partir de la 

entrada en vigencia de la precitada resolución, 

arribaran a Colombia desde la República 

Popular China, Francia, Italia y España.  

Que mediante Resolución número 385 del 12 de 

marzo de 2020, el Ministro de Salud y Protección 

Social, de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 69 de la Ley 1753 de 2015, declaró el 

estado de emergencia sanitaria por causa del 

nuevo coronavirus COVID-19 en todo el territorio 

nacional hasta el 30 de mayo de 2020 y, en 

virtud de la misma, adoptó una serie de medidas 

con el objeto de prevenir y controlar la 

propagación del coronavirus COVID-19 y mitigar 

sus efectos.  

Que el vertiginoso escalamiento del brote del 

nuevo coronavirus COVID-19 hasta configurar 

una pandemia representa actualmente una 

amenaza global a la salud pública, con 

afectaciones al sistema económico, de 

magnitudes impredecibles e incalculables, de la 

cual Colombia no podrá estar exenta.  

Que la expansión en el territorio nacional del 

brote de enfermedad por el nuevo coronavirus 

COVID-19 y cuyo crecimiento exponencial es 

imprevisible, sumado a los efectos económicos 

negativos que se han venido evidenciando en 

la última semana, es un hecho que, además de 

ser una grave calamidad pública, constituye en 

una grave afectación al orden económico y 

social del país que justifica la declaratoria del 

Estado de Emergencia Económica y Social, 

toda vez que se trata de situaciones diferentes a 

las que se refieren los artículos 212 y 213 de la 

Constitución Política.  

Que según la Organización Mundial de Salud - 

OMS, en reporte de fecha 23 de marzo de 2020 

a las 15:51 GMT-5, se encuentran confirmados 

334.981 casos, 14.652 fallecidos y 190 países, 

áreas o territorios con casos del nuevo 

coronavirus COVID-19.  

Que, pese a las medidas adoptadas, el 

Ministerio de Salud y Protección Social, a las 9:00 

horas del 23 de marzo de 2020 reportó como 

casos confirmados en Colombia 277, distribuidos 

así: Bogotá D.C. (114), Cundinamarca (11), 

Antioquia (40), Valle del Cauca (31), Bolívar (16), 

Atlántico (7), Magdalena (2), Cesar (1), Norte de 

Santander (8), Santander (3), Cauca (2), Caldas 

(6), Risaralda (13), Quindío (6), Huila (10), Tolima 

(4), Meta (1), Casanare (1), San Andrés y 

Providencia (1).  

Que el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, 

que declaró el Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica en todo el 

territorio nacional por el término de treinta (30) 

días, con el fin de conjurar la grave calamidad 

pública que afecta al país por causa del nuevo 

coronavirus COVID-19, en la parte considerativa 

señaló la necesidad de expedir normas que «[ ... 

] habiliten actuaciones judiciales y 

administrativas mediante la utilización de 

medios tecnológicos, y adoptar las medidas 

pertinentes con el objeto de garantizar la 

prestación del servicio público de justicia, de 

notariado y registro, de defensa jurídica del 

Estado y la atención en salud en el sistema 

penitenciario y carcelario.» (La negrilla fuera del 

texto original). 

Que el artículo 241 de la Constitución Política 

señala que a la honorable Corte Constitucional 

se le confía la guarda de la integridad y 

supremacía de la Constitución, y cumplirá las 

siguientes funciones: «1. Decidir sobre las 

demandas de inconstitucionalidad que 

promuevan los ciudadanos contra los actos 

reformatorios de la Constitución, cualquiera que 

sea su origen, sólo por vicios de procedimiento 

en su formación. 2. Decidir, con anterioridad al 

pronunciamiento popular, sobre la 

constitucionalidad de la convocatoria a un 

referendo o a una Asamblea Constituyente para 

reformar la Constitución, sólo por vicios de 

procedimiento en su formación. 3. Decidir sobre 

la constitucionalidad de los referendos sobre 

leyes y de las consultas populares y plebiscitos 

del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios 

de procedimiento en su convocatoria y 

realización. 4. Decidir sobre las demandas de 

inconstitucionalidad que presenten los 

ciudadanos contra las leyes, tanto por su 

contenido material como por vicios de 

procedimiento en su formación. 5. Decidir sobre 

las demandas de inconstitucionalidad que 

presenten los ciudadanos contra los decretos 

con fuerza de ley dictados por el Gobierno con 

fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 

de la Constitución, por su contenido material o 

por vicios de procedimiento en su formación. 6. 

Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 

137 de la Constitución. 7. Decidir definitivamente 

sobre la constitucionalidad de los decretos 

legislativos que dicte el Gobierno con 

fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la 

Constitución. 8. Decidir definitivamente sobre la 

constitucionalidad de los proyectos de ley que 

hayan sido objetados por el Gobierno como 

inconstitucionales, y de los proyectos de leyes 

estatutarias, tanto por su contenido material 

como por vicios de procedimiento en su 

formación. 9. Revisar, en la forma que determine 

la ley, las decisiones judiciales relacionadas con 

la acción de tutela de los derechos 

constitucionales. 10. Decidir definitivamente 

sobre la exequibilidad de los tratados 

internacionales y de las leyes que los aprueben. 

Con tal fin, el Gobierno los remitirá a la Corte, 

dentro de los seis días siguientes a la sanción de 

la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir 

para defender o impugnar su 

constitucionalidad. Si la Corte los declara 

constitucionales, el Gobierno podrá efectuar el 

canje de notas; en caso contrario no serán 

ratificados. Cuando una o varias normas de un 

tratado multilateral sean declaradas 

inexequibles por la Corte Constitucional, el 

Presidente de la República sólo podrá 

manifestar el consentimiento formulando la 

correspondiente reserva. 11. Dirimir los conflictos 



Comunicado No. 23. Corte Constitucional de Colombia. Junio 3 y 4 de 2020                    3 
 

de competencia que ocurran entre las distintas 

jurisdicciones.12. Darse su propio reglamento.»  

Que los relatores especiales y miembros de 

comités y grupos de procedimientos especiales 

del Consejo de Derechos Humanos de la ONU 

alentaron «[...] a los Estados a mantenerse firmes 

en un enfoque basado en los derechos 

humanos para regular esta pandemia, a fin de 

facilitar el surgimiento de sociedades saludables 

con protección del estado de derecho y los 

derechos humanos. [...]», protección que se 

materializa desde la perspectiva de lo judicial, 

entre otras, mediante la revisión que realiza la 

honorable Corte Constitucional a los Decretos 

que expide el Gobierno nacional en el marco 

de la Emergencia Económica, Social y 

Ecológica declarada mediante el Decreto 417 

de 2020.  

Que, en el marco de la Emergencia Económica, 

Social y Ecológica declarada mediante Decreto 

417 de 2020, se hace necesario garantizar la 

continuidad de la prestación del servicio de la 

jurisdicción constitucional, y en consecuencia, 

facultar a la corporación constitucional para 

que en el marco de su autonomía adopte 

medidas que le permitan el cumplimiento de sus 

funciones constitucionales.  

En mérito de lo expuesto, 

DECRETA: 

Artículo 1. De las funciones constitucionales. En 

el marco de la Emergencia Económica, Social y 

Ecológica declarada mediante Decreto 417 de 

2020 la Sala Plena de la Corte Constitucional 

podrá levantar la suspensión de los términos 

judiciales ordenada por el Consejo Superior de 

la Judicatura cuando fuere necesario para el 

cumplimiento de sus funciones constitucionales. 

Artículo 2. Vigencia. El presente Decreto rige a 

partir de la fecha de su publicación. 

Dado en Bogotá a los 23 días de marzo de 2020. 

 

2. Decisión  

Declarar EXEQUIBLE el Decreto Legislativo 469 del 23 de marzo de 2020.  

 

3. Síntesis de la providencia  

El Decreto 469 de 2020, proferido en desarrollo de la emergencia económica, social y 

ecológica, fue expedido con la finalidad de garantizar la continuidad de las funciones 

de la jurisdicción constitucional. Específicamente, habilitó a la Corte Constitucional el 

levantamiento de la suspensión de los términos judiciales ordenada por el Consejo 

Superior de la Judicatura, cuando fuere necesario para el cumplimiento de sus 

funciones constitucionales. 

 

La Corte Constitucional encontró que el Decreto 469 de 2020 cumple plenamente 

con las exigencias formales establecidas en la Carta Política. La norma (i) es producto 

del estado de emergencia declarado por el Decreto 417 de 2020; (ii) cuenta con la 

firma de los 18 ministros de Despacho en titularidad; (iii) cumple con la carga de 

motivación, explicando su relación directa y específica con el estado de emergencia 

que le dio origen; y (iv) fue expedido dentro del tiempo legal permitido. Así mismo, 

atiende los requisitos materiales, en tanto superó los juicios de finalidad, de conexidad 

material, de motivación suficiente, de ausencia de arbitrariedad, de intangibilidad, 

de no contradicción específica, de incompatibilidad, de necesidad, de 

proporcionalidad y de no discriminación. 

 

Dentro de los anteriores análisis, la Sala Plena explicó que, de un lado, el Consejo 

Superior de la Judicatura, como responsable del Gobierno y Administración de la 

Rama Judicial, puede decretar el cierre de los despachos judiciales, en cuya virtud, 

de conformidad con el artículo 48 del Decreto Ley 2067 de 1991, se suspenden en la 

Corte los términos judiciales de los asuntos de constitucionalidad. 

 

En efecto, el artículo 48 del Decreto 2067 de 1991 establece que los términos 

señalados para la tramitación de los asuntos de constitucionalidad de competencia 

de la Corte Constitucional se suspenderán en los días en los que por cualquier 

circunstancia no se abra el despacho al público, suspensión legal que, como 

consecuencia de las medidas sanitarias de aislamiento y consecuencial cierre de los 

despachos judiciales, restringe la tramitación de los juicios y actuaciones de 

competencia de la Corte Constitucional mientras se mantenga dicho cierre. La norma 

objeto de control viene entonces a llenar un vacío normativo al habilitar a la Corte 

Constitucional para levantar, durante el cierre del despacho, los términos suspendidos 

en virtud de lo dispuesto en artículo 48 del Decreto 2067 de 1991, cierre cuya duración 
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resulta incierta en cuanto depende igualmente de la incierta evolución de la 

emergencia sanitaria. 

 

Si bien la competencia de la Corte en materia de control de los decretos legislativos 

dictados por el Gobierno Nacional, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 

215, 241 y 242 de la Constitución, no se alteró con las medidas adoptadas por el CSJ, 

evidentemente resultaba indispensable garantizar su autonomía en el ejercicio de 

dicho control en un contexto de continuidad en el funcionamiento de la Corte como 

guardiana de la integridad y supremacía de la Constitución. Esta especificidad 

justifica que la habilitación no se hubiera hecho extensiva a otros órganos de la 

justicia. 

 

El decreto, en consecuencia, al otorgar a la Corte Constitucional la facultad de 

levantar la suspensión de términos, no vulnera el principio de separación de poderes 

ni el principio de autonomía de la rama, por cuanto la legislación ordinaria no habilita 

al Consejo Superior de la Judicatura ni a la Corte para levantar los términos 

suspendidos en virtud del artículo 48 del Decreto Ley 2067 de 1991, habilitación que, 

como se mencionó, únicamente puede ser otorgada mediante una norma de rango 

legal como la que se adoptó mediante el decreto legislativo objeto de control. 

Tal habilitación, por otra parte, complementa el marco jurídico aplicable al trámite de 

los procedimientos judiciales a cargo de la Corte a efectos de garantizar el acceso 

de los ciudadanos a la justicia constitucional. En efecto, la suspensión de términos 

prevista en el artículo 48 del Decreto 2067 de 1991 en los días en los que por cualquier 

circunstancia no se abra el despacho al público, parte del supuesto de una única 

forma de acceso a la justicia y de prestación del servicio, la existente en 1991, 

mediante actuaciones presenciales en las instalaciones o sedes judiciales. Tal 

regulación evidentemente se encuentra desactualizada por cuanto no contempla 

los supuestos que se derivan de la implementación en la rama judicial de tecnologías 

de la información y de las comunicaciones, cuyo uso permite en la actualidad el 

funcionamiento virtual de la justicia, como en efecto viene ocurriendo. Ello, sin 

embargo, no puede desconocer que no todos los ciudadanos tienen acceso a los 

medios tecnológicos indispensables para la virtualidad, razón por la que la 

habilitación para levantar la suspensión de términos judiciales debe ser ejercida por 

la Corte atendiendo esta circunstancia y la necesidad de proteger la salud de los 

usuarios y de los servidores judiciales. 

Ahora bien, de conformidad con estas consideraciones y dado que el Decreto 

Legislativo 469 de 2020 no establece expresamente un término de vigencia de la 

habilitación, ha de entenderse que ella va mucho más allá del período de la 

emergencia señalado en el decreto declaratorio. Un entendimiento integral de la 

norma objeto de control permite concluir que la habilitación le permitirá a la Corte 

levantar la suspensión de términos dispuesta en el artículo 48 del Decreto 2067 de 1991 

durante el lapso en que no se abra el despacho al público como consecuencia de 

las medidas de cierre adoptadas por el CSJ, momento a partir del cual la Corte podrá, 

en ejercicio de sus competencias constitucionales y legales ordinarias, disponer las 

medidas judiciales de suspensión y levantamiento de términos que resulten necesarias 

para el cumplimiento de sus funciones constitucionales en condiciones de apertura 

total o parcial del despacho. 

 

5. Aclaraciones de voto 

La magistrada DIANA FAJARDO RIVERA, si bien comparte la decisión de exequibilidad del 

Decreto Legislativo 469 de 2020, aclaró su voto en relación con algunas de las 

consideraciones contenidas en la parte motiva de esta sentencia.  

Los magistrados CARLOS BERNAL PULIDO, LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, ALEJANDRO LINARES 

CANTILLO, GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO, CRISTINA PARDO SCHLESINGER y JOSÉ FERNANDO REYES 

CUARTAS se reservaron la posibilidad de aclarar su voto sobre la parte considerativa de 

la providencia.  
 




